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			INTRODUCCIÓN A LA PRIMERA EDICIÓN

			El alquiler, especialmente de las viviendas, en España está muy por debajo de la media europea y el legislador ha tratado, a lo largo de estos doce años de vigencia de la LECiv. 2000, de crear un procedimiento que permita una rápida y más económica recuperación del inmueble en caso de impago de rentas que sirva de estímulo a los propietarios de viviendas desocupadas para colocarlas en el mercado del alquiler.

			En la redacción inicial de la LECiv. 2000, el legislador no puso especial interés en el desahucio por falta de pago. Se limitó a introducir los preceptos del juicio especial de desahucio de la LECiv. 1881 y normas complementarias, en el articulado dedicado al juicio verbal, diseminando su normativa específica en diversos preceptos, para poder afirmar que había un único juicio verbal, aunque sólo fuera en cuanto al nombre pues, en la práctica, continuaban las especialidades por razón de la materia regulada. Esta «unificación» supuso dos importantes olvidos: de un lado, ya no se contenían normas sobre cuándo era preceptiva la representación de procurador y defensa por letrado, y de otro, ya no se permitía la notificación de la sentencia en el tablón. La primera cuestión se solucionaba mediante la aplicación de las normas generales de los arts. 23 y 31 LECiv., lo que supuso, generalmente, que el arrendador debía contratar profesionales para obtener el desahucio y ya no podía comparecer por sí mismo, con la ventaja para el arrendatario de tener derecho, en todo caso, a la asistencia letrada. Y la ausencia de régimen especial de notificaciones implicaba, por aplicación del art. 497 LECiv., que si el demandado se hallaba en paradero desconocido, la notificación tuviera que hacerse por medio de edictos, a publicar en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma o en el Boletín Oficial del Estado. Había, pues, un encarecimiento del proceso para el arrendador, respecto de la anterior normativa, que no sólo se veía obligado a abonar los honorarios de los profesionales que asumieran su defensa y representación, con pocas posibilidades de recuperación por medio de las costas, dado que, generalmente, el arrendatario era insolvente, sino que, además, tenía que pagar una publicación en Boletines Oficiales de la sentencia que aparte del coste implicaba un alargamiento del proceso.

			La primera reforma importante se produjo con la Ley 23/2003 de 10 de julio (garantías en la venta de bienes de consumo) que disminuyó el plazo para impedir la enervación (ahora se fijaba en dos meses), permitía el nombramiento inmediato de abogado y procurador de oficio, con independencia de que se tuviera o no derecho a ello, fijaba el local o vivienda arrendada como domicilio del arrendatario, a efectos de notificaciones, introducía la figura de la condonación de deuda para intentar conseguir una mayor agilidad en la recuperación posesoria, admitía la acumulación de la reclamación de cantidad aunque su importe rebasara el del juicio verbal, preveía que en el auto de admisión se fijase fecha para el lanzamiento, acortaba el plazo para dictar sentencia y obligaba a citar a las partes para recibir la notificación de la sentencia, además de establecer la posibilidad de archivo de la ejecución en caso de desocupación anterior al lanzamiento. Esta reforma, no obstante, se mostró rápidamente insuficiente: La condonación era prácticamente inoperante, pues estaba más interesado el inquilino en permanecer en el inmueble que en que se le condonara una deuda que no tenía, en cualquier caso, posibilidades económicas de pagar. El rápido nombramiento de abogado y procurador de oficio no evitaba que el juicio tuviera que suspenderse si se solicitaba cuando no daba tiempo a su designación. El que se fijase como domicilio el inmueble arrendado no obstaba a que tuviera que averiguarse éste, de resultar en aquél desconocido, antes de citarle por edictos y el que se citara al demandado en el juicio para recibir la notificación de la sentencia era inoperante en la mayor parte de los casos en que éste no comparecía, continuando la exigencia de que se le notificara la sentencia por edictos, publicados en los Boletines Oficiales, en caso de ser de paradero desconocido. En definitiva, la fecha que se señalaba en el auto de admisión de la demanda para el lanzamiento en contadas ocasiones podía respetarse surgiendo, por otro lado, el problema de la vigencia del art. 704 LECiv. y sus plazos previos al lanzamiento, de no mantenerse aquélla.

			El legislador era consciente de que la agilidad del proceso se veía, en parte, entorpecida por la propia actitud del demandado y en la Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilización procesal del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios, trató de solventar este problema. Ahora no sólo se agilizaba el nombramiento de abogado y procurador de oficio sino que se imponía la obligación de solicitarlo dentro de los tres días siguientes a la notificación de la demanda o no se suspendería el juicio por la ausencia del nombramiento de estos profesionales. La vivienda o local arrendado podía servir como domicilio a efectos de comunicaciones, pero además se permitía acudir a los edictos directamente, sin necesidad de averiguación de paradero en caso de no poderse practicar la citación en el domicilio fijado. Ya no era en la vista cuando se citaba al demandado para recibir la notificación de la sentencia sino en el decreto de admisión de la demanda con la consecuencia de que ésta se publicaría en el tablón de no comparecer. Y la ejecución, si se hubiera pedido expresamente el lanzamiento en la demanda de desahucio, sería directa, sin necesidad de notificación posterior al arrendatario. En definitiva, con la primera citación, el demandado conocía no solo la fecha de celebración de juicio, sino también en la que debía comparecer para que se le notificase la sentencia y en la que iba a tener lugar el lanzamiento, con lo que se evitaba que pudiera dilatarse el procedimiento por no poderse localizar al arrendatario después del primer acto de comunicación. Además, se aclararon con esta reforma cuestiones que habían generado abundante jurisprudencia «menor» contradictoria, como cuál es la cuantía del proceso, el criterio que debía seguirse para imponer las costas en los supuestos de enervación, la posibilidad de acumular rentas vencidas posteriormente a la demanda, de acumular la acción de reclamación de cantidad frente al fiador o la no aplicación del plazo de espera de veinte días para la ejecución de la sentencia.

			La Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva oficina judicial, que, aunque de fecha anterior, tuvo entrada en vigor posterior a la citada Ley 19/2009, atribuyó la competencia al Secretario Judicial de admitir la demanda, de finalizar el procedimiento en caso de que no hubiera controversia, incluidos los supuestos de enervación, y generalizó a todos los procesos que no producían efectos de cosa juzgada la notificación de la sentencia, en caso de paradero desconocido, en el tablón, sin necesidad de publicación en los Boletines Oficiales, así como suprimió en este tipo de procedimientos el recurso de queja.

			Con estas reformas se logró una mayor agilización en los procesos de desahucio, pero el legislador no finalizó ahí, sino que con la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal, extendió «el sistema del juicio monitorio a los juicios de desahucio por falta de pago, de modo que, en el caso de que el arrendatario no desaloje el inmueble, pague o formule oposición tras el requerimiento, se pase directamente al lanzamiento, cuya fecha se le comunica en el mismo requerimiento, única comunicación procesal necesaria para el buen fin del proceso, aun cuando el demandado tratase de dilatar la ejecución, evitándose asimismo la celebración de vistas innecesarias» (preámbulo de dicha Ley).

			La implantación del sistema de juicio monitorio ha vuelto a plantear numerosos interrogantes en el desarrollo del desahucio, fundamentalmente porque se ha pretendido imponer con la modificación de tan sólo un párrafo de un precepto (art. 440.3 LECiv.), olvidando que debe estar en concordancia con los demás artículos que, de forma un tanto dispersa, pero concordada, regulaban el desahucio y rompían la armonía existente, lo que puede afectar a la misma agilización lograda. Así, por ejemplo, a la ejecución directa prevista en la Ley 19/2009, de 23 de noviembre, y mantenida en el art. 549 LECiv., no modificado, ahora se opone el art. 440.3 LECiv., que prevé cuando el proceso termine por decreto que el actor presente solicitud de ejecución; la necesidad de solicitar abogado y procurador de oficio dentro del plazo de tres días para que se suspenda el juicio, conforme establece el art. 33.4 LECiv., que conserva su redacción, ahora no se concilia con el plazo de diez días que se concede para oponerse; tampoco la solicitud de citaciones para la prueba prevista en el art. 440.1 LECiv., se coordina con su párrafo 3.º, pues obliga al demandado antes de que transcurra el plazo para oponerse a tener que solicitar prueba; el momento de la enervación previsto en el art. 22 LECiv., para antes de la celebración del juicio, choca con la necesidad de realizarlo en el momento del requerimiento conforme prevé el art. 440.3 LECiv.; la exigencia del art. 440.3 LECiv. de efectuar de forma personal el requerimiento, suscita dudas de la posibilidad de utilizar los edictos, frente a la claridad del sistema establecido en la Ley 19/2009, especialmente en el art. 164, que tampoco ha sido modificado. A ello debe añadirse que la fecha de lanzamiento ha de atender a la fecha de celebración del posible juicio para el caso de que hubiera oposición y que se ha suprimido la fase de preparación del recurso de apelación, con lo que el lanzamiento no podrá tener lugar antes de los veinte días siguientes a la notificación de la sentencia. Esta reforma va a contribuir, pues, a la no celebración de vistas, dado que la mayor parte tenía lugar con la ausencia del demandado, pero no al acortamiento del plazo de lanzamiento que, como antes de la reforma, debe fijarse en atención a la fecha señalada para su celebración y para el que es indiferente que ésta tenga lugar y finalice el procedimiento por sentencia o se haya suspendido y se haya archivado por decreto.

			Sin duda, esta reforma dará lugar a múltiples interpretaciones para integrarla con el resto del articulado. Y ello es objeto de este libro, que, desde un punto de vista práctico, analiza las distintas cuestiones que suscita el nuevo desahucio «exprés», desde la demanda hasta la ejecución, incluyendo formularios para facilitar su aplicación, sin olvidar el estudio de sus presupuestos (capacidad, competencia, representación y defensa, objeto...) y de las cuestiones, de fondo, íntimamente relacionadas con el procedimiento, que se han considerado relevantes, especialmente, a efectos de una posible oposición. Todo ello partiendo de que la intención del legislador en las sucesivas reformas ha sido dotar de agilidad al proceso de desahucio como demanda la sociedad para la potenciación del mercado del alquiler, finalidad que ha de servir de base para la implantación del proceso monitorio en este tipo de procedimientos o la reforma no sólo será ineficaz sino que puede ser contraria a los avances logrados con la Ley 19/2009 en esta línea.

		

	
		
			INTRODUCCIÓN A LA SEGUNDA EDICIÓN

			Cuando se publicó la Ley 37/2011, de 10 de octubre, ya se preveían los problemas prácticos que iba a ocasionar, ante la implantación de la técnica del monitorio en el proceso de desahucio con la modificación de un artículo y sin tener en cuenta el resto del articulado, pero lo que asombra es que apenas unos meses después de su publicación, se elaborara un anteproyecto que la ignorara. Así, el 24 de agosto de 2012, el Ministerio de Fomento propuso un anteproyecto que tenía como objetivo, la mejora de la regulación del proceso de desahucio, considerando como «Situación actual»:

			• «Es necesario acudir a la vía jurisdiccional y obtener una sentencia declarativa para que el impago de la renta pueda dar lugar a la resolución del arrendamiento (desahucio).

			• El abono de las rentas debidas es posible hasta el último momento, impidiendo el desahucio.»

			Y como «medidas», la agilización de los plazos y procedimientos judiciales, modificando la Ley de Enjuiciamiento Civil:

			• «Se habilita un plazo de 10 días para que el arrendatario pague la deuda.

			• Se vincula el lanzamiento a la falta de oposición del demandado (si no paga o comparece, el Juez da por terminado el procedimiento).

			• La finalización del proceso será mediante auto del Juez (en lugar de decreto del Secretario Judicial.)»

			Decir tras la reforma 37/2011 que se iba a agilizar el desahucio habilitando un plazo de diez días para que el arrendatario pagara la deuda o se procedería a su lanzamiento, evitándose así que se tuviera que esperar al dictado de una sentencia condenatoria, o que se admitía el pago de la renta hasta el «último momento», como si fuera posible la rehabilitación de contrato, demuestra un desconocimiento absoluto de la regulación actual que existía del proceso de desahucio. Quizás si se hubiera señalado como defectos de la situación actual que la resolución del contrato (no el desahucio) sólo podía obtenerse por medio de sentencia y que, en caso, de dictarse decreto se acordaba el lanzamiento sin resolución del mismo o que la enervación era posible hasta la celebración de la vista según el art. 22 LECiv., en contra de lo dispuesto en el art. 440.3 del mismo texto legal, se hubiera podido comprender la necesidad de la modificación, pero la redacción que se dio no pudo ser más desafortunada. 

			Durante el desarrollo de la norma hasta su aprobación por Ley 4/2013, de 4 de junio, se ha podido constatar que no se trataba, tanto de «agilizar el proceso», pues los mecanismos de esta agilización mediante la implantación del sistema monitorio ya se habían establecido con la anterior reforma como de mejorar la técnica legislativa y dar solución a algunos de los problemas que se planteaban por su defectuosa regulación (plazo para la enervación, posibilidad de ejecución directa cuando el proceso finalice por decreto, notificación en el tablón cuando se reclame cantidad acumuladamente al desahucio, admisión del requerimiento en el tablón, obligación de abonar las rentas futuras cuando el desahucio finalice por decreto, lanzamiento sin previa declaración de resolución del contrato…). 

			No estamos pues en presencia de una reforma «innovadora», el sistema vigente ya estaba previsto en la reforma anterior, lo que se ha intentado es unificar los distintos criterios que se estaban dando en la práctica en su aplicación; y si bien, es cierto que se ha dado solución a algunas cuestiones, siguen produciéndose controversias derivadas de la difícil coordinación del proceso monitorio y el desahucio, provocada por el principal objetivo de lograr un rápido lanzamiento aún en detrimento de los derechos del arrendatario (no se ha acomodado el plazo para oponerse con el establecido para solicitar asistencia jurídica gratuita; sigue sin coordinarse el párrafo 1.º con el 3.º, del art. 440.3 LECiv., en cuanto a la solicitud de pruebas; no prevé la intervención del Juez en el lanzamiento cuando la misma es necesaria pues se trata de un acto de ejecución que puede requerir autorizar la entrada en un domicilio; no se contempla la posibilidad de que el Secretario dé cuenta al Juez, como se hace en un proceso monitorio, cuando entienda que de la documentación aportada alguna cantidad no pudiera ser debida; no se hace declaración sobre la imposibilidad de pretender en un juicio posterior la devolución de las cantidades, cuando finalice el procedimiento por decreto, que no crea cosa juzgada…).

			Por otro lado, se han introducido artículos que van a ser objeto de nueva polémica (se prevé, por ejemplo, un requerimiento notarial en la LAU, sin coordinación con el aspecto procesal, aparte de crear un Registro de impagados que, en la etapa actual de crisis, ha sido objeto de numerosas críticas). En fin, no parece que el legislador quiera ponérselo fácil a los que tienen que aplicar las leyes que dicta. Quizás algo más de sosiego en su elaboración sería conveniente, para evitar el caos que se está creando. Pienso que todos se lo agradeceríamos, entretanto les ofrezco una nueva edición en la que, con actualización de la jurisprudencia y doctrina, se han vuelto a plantear todos los temas desde la perspectiva de la reforma introducida por la Ley 4/2013.

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			JURISDICCIÓN

			SUMARIO: 1. La competencia internacional. A) Competencia con carácter exclusivo. Alcance. B) Inmunidad de jurisdicción.—2. La jurisdicción por razón del objeto. A) Conflictos jurisdiccionales con el orden contencioso-administrativo. B) Conflictos jurisdiccionales con el orden social. C) Arbitraje.—3. Competencia objetiva. Conflicto de competencia con los juzgados mercantiles.—4. Competencia territorial.—5. Competencia funcional: lanzamiento del concursado.—6. Tratamiento procesal de la falta de competencia. A) Abstención de oficio. B) Declinatoria.—7. Cuestiones prejudiciales civiles.

			1. LA COMPETENCIA INTERNACIONAL

			
				
					
							
							Art. 22.1 R 44/2001: «Son exclusivamente competentes, sin consideración del domicilio: en materia de derechos reales inmobiliarios y de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, los tribunales del Estado miembro donde el inmueble se hallare sito. No obstante, en materia de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles celebrados para un uso particular durante un plazo máximo de seis meses consecutivos, serán igualmente competentes los tribunales del Estado miembro donde estuviere domiciliado el demandado, siempre que el arrendatario fuere una persona física y que propietario y arrendatario estuvieren domiciliados en el mismo Estado miembro.»

							Art. 16.1 Convenio de Bruselas de 1968: «Son exclusivamente competentes, sin consideración del domicilio: En materia de derechos reales inmobiliarios y de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, los Tribunales del Estado contratante donde el inmueble se hallare sito.»

							Art. 22.1 Convenio de Bruselas de 2008: «Son exclusivamente competentes, sin consideración del domicilio: en materia de derechos reales inmobiliarios y de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, los tribunales del Estado vinculado por el presente Convenio donde el inmueble se hallare sito. No obstante, en materia de contratos de arrendamiento de bienes inmuebles celebrados para un uso particular durante un plazo máximo de seis meses consecutivos, serán igualmente competentes los tribunales del Estado vinculado por el presente Convenio donde estuviere domiciliado el demandado, siempre que el arrendatario fuere una persona física y que arrendador y arrendatario estuvieren domiciliados en el mismo Estado vinculado por el presente Convenio.»

							Art. 22.1.º LOPJ: «En el orden
								civil, los Juzgados y Tribunales españoles serán competentes: Con
								carácter exclusivo, en materia de derechos reales y arrendamientos
								de inmuebles que se hallen en España.»

						
					

				
			

			A) COMPETENCIA CON CARÁCTER EXCLUSIVO. ALCANCE


			La competencia de los Tribunales españoles para conocer, con carácter exclusivo, en materia de arrendamientos de bienes inmuebles que se hallen en España, aunque los arrendadores o arrendatarios o ambos sean extranjeros, tiene su razón de ser en la estrecha vinculación entre los arrendamientos y el régimen jurídico de la propiedad inmobiliaria y las disposiciones, de carácter generalmente imperativo, que regulan su uso, como las relativas al control del nivel de los alquileres y a la protección de los inquilinos y arrendatarios, además de razones de proximidad a la situación del inmueble, que es la que permite mejores condiciones para tener un conocimiento directo de las situaciones de hecho vinculadas a la conclusión y a la ejecución de los arrendamientos inmobiliarios (STJUE de 15 de enero de 1985).

			La STJUE de 14 de diciembre de 1977, estimó que la expresión
				«arrendamiento de bienes inmuebles» comprendía especialmente los litigios entre
				arrendadores y arrendatarios relativos a la existencia o a la interpretación del
				arrendamiento o la reparación de los destrozos causados por el arrendatario.
				Posteriormente, la STJUE de 15 de enero de 1985 aclaró que esta enumeración no es
				exhaustiva y los litigios relativos al pago del alquiler se comprenden en esta
				competencia exclusiva, que incluiría: «cualquier litigio sobre la existencia o
				interpretación de arriendo, su duración, la restitución de la posesión del inmueble
				al arrendador, la reparación de los desperfectos causados por el arrendatario o el
				pago del alquiler y de otros gastos accesorios a pagar por el arrendatario, como los
				consumos de agua, gas y electricidad».

			Las consecuencias de esta competencia exclusiva es que no se otorga reconocimiento ni exequátur en España a la resolución que, sobre esta materia, haya dictado un tribunal extranjero.

			B) INMUNIDAD DE JURISDICCIÓN


			
				
					
							
							Art. 21 LOPJ: «1. Los Juzgados y Tribunales españoles conocerán de los juicios que se susciten en territorio español entre españoles, entre extranjeros y entre españoles y extranjeros con arreglo a lo establecido en la presente Ley y en los tratados y convenios internacionales en los que España sea parte. 2. Se exceptúan los supuestos de inmunidad de jurisdicción y de ejecución establecidos por las normas del Derecho Internacional Público.»

							Art. 31.1 Convenio de Viena de 1961: «El Agente diplomático gozará de inmunidad de la jurisdicción penal del Estado receptor. Gozará también de inmunidad de su jurisdicción civil y administrativa, excepto si se trata: a) De una acción real sobre bienes inmuebles particulares radicados en el territorio del Estado receptor, a menos que el Agente diplomático los posea por cuenta del Estado acreditante para los fines de la misión.»

							Art. 43 Convenio de Viena de 1963:
								«1. Los funcionarios consulares y los empleados consulares no
								estarán sometidos a la jurisdicción de las autoridades judiciales y
								administrativas del Estado receptor por los actos ejecutados en el
								ejercicio de las funciones consulares. 2. Las disposiciones del
								párrafo 1 de este artículo no se aplicarán en el caso de un
								procedimiento civil: a) que resulte de un
								contrato que el funcionario consular, o el empleado consular, no
								haya concertado, explícita o implícitamente, como agente del Estado
								que envía [...].»

						
					

				
			

			La inmunidad de jurisdicción puede definirse como el privilegio según el cual determinadas personas o instituciones no pueden ser juzgadas por los juzgados y tribunales de un Estado extranjero (MARTÍN CONTRERAS1). La finalidad que hace legítima constitucionalmente la inmunidad de jurisdicción del personal diplomático y consular y la que la convierte en una medida razonable y proporcionada a la imposibilidad de acceder a la jurisdicción interna para la defensa de los derechos e intereses de los ciudadanos, es la garantía del correcto funcionamiento de las funciones representativas encomendadas a los agentes diplomáticos o consulares.

			El conflicto se suscita cuando se impide el desahucio de una persona que no paga la renta por el hecho de ser agente diplomático o consular.

			Recurrida en amparo la resolución por la que se estimaba la excepción de incompetencia de jurisdicción, basada en la inmunidad de la jurisdicción civil que el Derecho Internacional público le atribuye por su condición de Agente diplomático acreditado en España, la STC 140/1995, de 14 de octubre, consideró que: «la inmunidad del Agente diplomático de la jurisdicción civil de los Juzgados y Tribunales españoles, en cuanto obstáculo o límite del acceso a la jurisdicción interna que se deriva del art. 21.1 LOPJ, en relación con el art. 31.1 del Convenio de Viena de 1961, es constitucionalmente legítima y su resultado no desproporcionado en relación con el contenido del derecho fundamental que el art. 24.1 CE reconoce [...]». De forma que entendió conforme a la Constitución la declaración de incompetencia del órgano jurisdiccional cuando un particular ejercita una pretensión en materia civil contra un Agente diplomático acreditado en el Estado receptor. Con ello, concluía, no se impide la satisfacción de su derecho sustantivo al arrendador, pues dispone de las siguientes vías:

			a) Acceso a los órganos jurisdiccionales españoles: Dado que el titular de la inmunidad tiene el deber de respetar las leyes y reglamentos del Estado receptor (art. 41.1 del mencionado Convenio), el arrendador tiene la posibilidad de poner en conocimiento del M.º Asuntos Exteriores el incumplimiento del pago de la renta pactada, para que dicho órgano solicite del Estado acreditante bien que compela al Agente diplomático a cumplir dicha obligación o bien que renuncie a la inmunidad de jurisdicción civil (art. 32.1 del mismo Convenio). Y si el Estado acreditante no accede a ello, podrá comunicarle que el Agente diplomático es considerado persona non grata en España, lo que entrañará la retirada o el término de las funciones diplomáticas de éste, acordada por el Estado acreditante, y, caso de no acordarla, el Estado receptor podrá negarse a reconocerlo como miembro de la misión (art. 9.1 y 2 del mismo Convenio) y con ello quedaría expedito para el arrendador el acceso a la jurisdicción civil en nuestro país. Si los poderes públicos no adoptaran las medidas adecuadas para proteger los derechos e intereses del particular, por ejemplo, no ejerciendo la protección diplomática cuando la misma sea procedente (STC 107/92, f. j. 3.º), pese a haberla solicitado, éste podrá eventualmente ejercitar una petición indemnizatoria ante los Juzgados y Tribunales españoles por la lesión sufrida en sus bienes y derechos (art. 106.1 CE).

			b) Acceso a los órganos jurisdiccionales del estado acreditante: El reconocimento de la inmunidad jurisdiccional al Agente diplomático no priva al particular con el que contrata el arrendamiento de la protección judicial, ya que el art. 31.4 del Convenio de Viena de 1961 ha determinado un Tribunal competente para hacer valer su pretensión, aun cuando éste sea el de otro Estado, al disponer que «La inmunidad de jurisdicción de un Agente diplomático en el Estado receptor no le exime de la jurisdicción del Estado acreditante». Lo que implicaría al arrendador hacer valer su pretensión dirigida al pago de la renta ante los Tribunales del Estado correspondiente a la nacionalidad del diplomático (GARCÍA-CHAMÓN CERVERA2).

			Con relación a la Ley sustantiva que ha de ser aplicable, BARCALA FERNÁNDEZ DE PALENCIA y CREMADES MORANT3 consideran que es la ley sustantiva española del contrato: «la inmunidad jurisdiccional no opera respecto al Derecho sustantivo [...] sino frente al sometimiento al proceso del agente diplomático» (STC 140/1995), en este sentido también se pronuncia la SAP Burgos, Sección 3.ª, de 5 de noviembre de 2008, correspondiendo a la parte actora acreditar la existencia y prueba del derecho español ante los tribunales del Estado de que se trate. Para ÁLVAREZ SÁNCHEZ4: «A la hora de determinar el derecho material aplicable habría de estar a las normas de Derecho Internacional Privado del Estado del Agente Diplomático». Y, al respecto, debe tenerse en cuenta que, conforme al art. 4.1.c) Reglamento Roma 1, el contrato de arrendamiento de bienes inmuebles se rige por la Ley elegida por las partes y, en su defecto, por la Ley del país de situación del inmueble. Solo en casos específicos relativos a arrendamientos de inmuebles de corta duración, rige la Ley del país donde el propietario tenga su residencia habitual.

			Cada vez se tiende, no obstante, por la jurisprudencia y doctrina (por ejemplo, la SAP Málaga, Sección 5.ª, de 26 de noviembre de 2008, o ALCALÁ NAVARRO5), a restringir el alcance de la inmunidad civil a situaciones como la que nos ocupa, en la que se utiliza para evitar el desahucio por impago de alquileres. Se argumenta que una acción de desahucio no tiene como finalidad impedir o dificultar el ejercicio de la función representativa de la demandada, ni directa ni indirectamente, sin que, por otra parte, los efectos de una hipotética resolución favorable a la pretensión del actor puedan llegar a imposibilitar o dificultar significativamente el ejercicio de esa función; por el contrario, de acogerse a la inmunidad jurisdiccional, lo que se produciría sería un auténtico abuso de dicha prerrogativa permitiendo que una persona, por el hecho de ser agente diplomático, ocupe una vivienda de la que no es propietaria sin pagar la renta a la que libremente se obligó y sin que pueda ser desahuciada de la misma si no es utilizando medios extraordinarios y costosos para el arrendador. Por ello, los seguidores de este criterio mantienen la competencia de la Jurisdicción Civil española para el conocimiento de estos casos que se estiman ajenos a la función de garantía del ejercicio de las funciones diplomáticas.

			2. LA JURISDICCIÓN POR RAZÓN DEL OBJETO

			
				
					
							
							Art. 9.1 LOPJ: «Los Tribunales y Juzgados del orden civil conocerán, además de las materias que les son propias, de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional.»

							Art. 9.4 LOPJ: «Los del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al derecho administrativo [...]. También será competente este orden jurisdiccional si las demandas de responsabilidad patrimonial se dirigen, además, contra las personas o entidades públicas o privadas indirectamente responsables de aquéllas.»

							Art. 9.5 LOPJ: «Los del orden jurisdiccional social conocerán de las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho, tanto en conflictos individuales como colectivos, así como las reclamaciones en materia de Seguridad Social o contra el Estado cuando le atribuya responsabilidad la legislación laboral.»

						
					

				
			

			A) CONFLICTOS JURISDICCIONALES CON EL ORDEN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO


			
				
					
							
							Art. 3.a) LRJCA: «No corresponderán al orden jurisdiccional contencioso-administrativo: a) Las cuestiones expresamente atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil, penal y social, aunque estén relacionadas con la actividad de la Administración Pública.»

							Art. 4.1.p) TRLCSP: «Están excluidos del ámbito de la presente Ley los siguientes negocios y relaciones jurídicas: Los contratos de [...] arrendamiento [...] sobre bienes inmuebles [...], que tendrán siempre el carácter de contratos privados y se regirán por la legislación patrimonial.»

							Art. 110 LPAP: «1. Los contratos, convenios y demás negocios jurídicos sobre bienes y derechos patrimoniales se regirán, en cuanto a su preparación y adjudicación, por esta ley y sus disposiciones de desarrollo y, en lo no previsto en estas normas, por la legislación de contratos de las Administraciones públicas. Sus efectos y extinción se regirán por esta ley y las normas de derecho privado.

							2. En las entidades públicas empresariales y en los organismos públicos Puertos del Estado y Autoridades Portuarias, la preparación y adjudicación de estos negocios, así como la competencia para adoptar los correspondientes actos, se regirán, en primer término, por lo establecido en sus normas de creación o en sus estatutos, con aplicación, en todo caso, de las previsiones recogidas en el art. 147 de esta ley.

							3. El orden jurisdiccional civil será el competente para resolver las controversias que surjan sobre estos contratos entre las partes. No obstante, se considerarán actos jurídicos separables los que se dicten en relación con su preparación y adjudicación y, en consecuencia, podrán ser impugnados ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo de acuerdo con su normativa reguladora.»

						
					

				
			

			Se atribuye naturaleza privada al contrato de arrendamiento, en cuanto no satisface de manera directa e inmediata una finalidad pública (aunque el beneficio económico obtenido redunde en la mejora y ordenación de los servicios públicos) (STSJ Cantabria, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 6 de mayo de 2003, STSJ Castilla y León, Burgos, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1.ª, de 27 de mayo de 2011). Y, al entender que la resolución del contrato por impa- go de renta no se encuentra entre los supuestos de impugnación de ninguno de los actos separables del contrato (preparación y adjudicación), se declara la competencia de la jurisdicción civil para el conocimiento del desahucio (SAP Burgos, Sección 2.ª, de 28 de noviembre de 2007).

			
				
					
							
							Art. 30 TRVVPO: «Los propietarios de las viviendas del grupo I a que se refiere esta Ley podrán promover el desahucio de los beneficiarios arrendatarios y ocupantes de estas viviendas por las mismas causas y con arreglo a los procedimientos establecidos en la legislación común.

							El Instituto Nacional de la Vivienda podrá acordar, por el correspondiente expediente administrativo, el desahucio y llevar a efecto el lanzamiento de los arrendatarios o beneficiarios de la vivienda, locales de negocio o servicios complementarios de su propiedad y de las de los promotores de los apartados c), d), e), f), g), h) y l) del art. 7.º por cualquiera de las causas comprendidas en este artículo.»

						
					

				
			

			En los contratos de arrendamiento en régimen especial de viviendas de protección oficial se autoriza a promover el desahucio, bien en vía civil, bien en vía administrativa, e incluso a ejercerla en ambos campos (SAP Zamora, Sección 1.ª, de 19 de septiembre de 2001).

			B) CONFLICTOS JURISDICCIONALES CON EL ORDEN SOCIAL


			
				
					
							
							Art. 2.a) LJS: «Los órganos jurisdiccionales del orden social, por aplicación de lo establecido en el artículo anterior, conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan: Entre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo y del contrato de puesta a disposición, con la salvedad de lo dispuesto en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal; y en el ejercicio de los demás derechos y obligaciones en el ámbito de la relación de trabajo.»

							Art. 285 LJS: «1. Cuando recaiga resolución firme en que se declare la extinción del contrato de trabajo, si el trabajador ocupare vivienda por razón del mismo deberá abandonarla en el plazo de un mes. El secretario judicial, si existe motivo fundado, podrá prorrogar dicho plazo por dos meses más. 2. Una vez transcurridos los plazos del apartado anterior, el empresario podrá solicitar del juzgado la ejecución mediante el oportuno lanzamiento, que se practicará seguidamente observando las normas previstas en la Ley de Enjuiciamiento Civil.»

						
					

				
			

			Cuando el disfrute de la vivienda está subordinado a la existencia de una relación laboral, sobre su existencia o inexistencia solo puede pronunciarse ese orden jurisdiccional (RODRÍGUEZ ACHUTEGUI6). La jurisdicción civil intervendrá cuando se determine la condición extralaboral de la relación sustantiva (de arrendamiento) a propósito de la que se discute (SEMPERE NAVARRO7). Ello sin perjuicio de que, por una corriente jurisprudencial, se haya venido entendiendo que, cuando han transcurrido varios años desde el término del contrato de trabajo hasta que se insta el desalojo de la vivienda, el negocio jurídico de arrendamiento se ha deslaboralizado, debiendo dirimirse la cuestión litigiosa ante el orden civil de la jurisdicción (STS 4.ª de 23 de noviembre de 2000, STS de 23 de noviembre de 2001, AAP Madrid, Sección 13.ª, civil, de 25 de septiembre de 2006).

			C) ARBITRAJE


			Frente a la exclusión del arbitraje por el derogado art. 1.561 de la LECiv. de 1881, que atribuía exclusivamente a la jurisdicción ordinaria el conocimiento de las demandas de desahucio, la exposición de motivos de la propia LAU admite el arbitraje en esta materia al decir en su punto 5 que (sic): «En la regulación de los procesos arrendaticios se establece que la competencia para conocer de las controversias corresponde, en todo caso, al Juez de Primera Instancia del lugar donde esté ubicada la finca urbana, excluyendo la posibilidad de modificar la competencia funcional por vía de sumisión expresa o tácita a Juez distinto. Esto no obsta para recordar la posibilidad de que las partes en la relación jurídica puedan pactar, para la solución de sus conflictos, la utilización del procedimiento arbitral». Y, en este sentido, han sido numerosas las resoluciones que han admitido el arbitraje en desahucios por falta de pago (así, el AAP Madrid, Sección 14.ª, de 19 de julio de 2011, AAP Madrid, Sección 13.ª, de 26 de mayo de 2011, 13 de diciembre de 2010 y 26 de julio de 2010).

			La Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado de alquiler de viviendas, ha ratificado este criterio, al introducir el párrafo 5.º del art. 4 LAU, conforme al cual: «Las partes podrán pactar la sumisión a mediación o arbitraje de aquellas controversias que por su naturaleza puedan resolverse a través de estas formas de resolución de conflictos, de conformidad con lo establecido en la legislación reguladora de la mediación en asuntos civiles y mercantiles y del arbitraje», y despejar cualquier duda sobre el hecho de que dentro de dichas materias se encuentra el desahucio por falta de pago cuando en su art. 3.4 señala que: «En el mismo sentido, los órganos de arbitraje competentes deberán poner en conocimiento de dicho Registro los datos relativos a aquellas personas que hayan sido declaradas responsables del impago de rentas de arrendamientos, por medio de laudo arbitral dictado al efecto».

			3. COMPETENCIA OBJETIVA. CONFLICTO DE COMPETENCIA CON LOS JUZGADOS MERCANTILES

			
				
					
							
							Art. 45 LECiv.: «Corresponde a los Juzgados de Primera Instancia el conocimiento, en primera instancia, de todos los asuntos civiles que por disposición legal expresa no se hallen atribuidos a otros tribunales.»

							Art. 47 LECiv.: «A los Juzgados de Paz corresponde el conocimiento, en primera instancia, de los asuntos civiles de cuantía no superior a quince mil pesetas (90 euros) que no estén comprendidos en ninguno de los casos a que, por razón de la materia, se refiere el apartado 1 del art. 250.»

						
					

				
			

			La competencia objetiva corresponde a los Juzgados de Primera Instancia, sin que quepa atribuirla a los Juzgados de Paz al ser procesos en que se ejercita pretensión por razón de la materia, no de la cuantía.

			
				
					
							
							Art. 8.1 LConc.: «Son competentes
								para conocer del concurso los jueces de lo mercantil. La
								jurisdicción del juez del concurso es exclusiva y excluyente en las
								siguientes materias: 1.º Las acciones civiles con trascendencia
								patrimonial que se dirijan contra el patrimonio del concursado.»

							Art. 51 LConc.: «Los juicios declarativos en que el deudor sea parte y que se encuentren en tramitación al momento de la declaración de concurso continuarán sustanciándose ante el mismo tribunal que estuviere conociendo de ellos hasta la firmeza de la sentencia.»

							Art. 61 LConc.: «1. En los contratos celebrados por el deudor, cuando al momento de la declaración del concurso una de las partes hubiera cumplido íntegramente sus obligaciones y la otra tuviese pendiente el cumplimiento total o parcial de las recíprocas a su cargo, el crédito o la deuda que corresponda al deudor se incluirá, según proceda, en la masa activa o en la pasiva del concurso.

							2. La declaración de concurso, por sí sola, no afectará a la vigencia de los contratos con obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento tanto a cargo del concursado como de la otra parte. Las prestaciones a que esté obligado el concursado se realizarán con cargo a la masa. Cuando se trate de la resolución de contratos de arrendamiento financiero, y a falta de acuerdo entre las partes, con la demanda incidental se acompañará tasación pericial independiente de los bienes cedidos que el juez podrá tener en cuenta al fijar la indemnización.

							No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la administración concursal, en caso de suspensión, o el concursado, en caso de intervención, podrán solicitar la resolución del contrato si lo estimaran conveniente al interés del concurso. El Secretario judicial citará a comparecencia ante el Juez al concursado, a la administración concursal y a la otra parte en el contrato y, de existir acuerdo en cuanto a la resolución y sus efectos, el Juez dictará auto declarando resuelto el contrato de conformidad con lo acordado. En otro caso, las diferencias se sustanciarán por los trámites del incidente concursal y el Juez decidirá acerca de la resolución, acordando, en su caso, las restituciones que procedan y la indemnización que haya de satisfacerse con cargo a la masa. Cuando se trate de la resolución de contratos de arrendamiento financiero, y a falta de acuerdo entre las partes, con la demanda incidental se acompañará tasación pericial independiente de los bienes cedidos que el juez podrá tener en cuenta al fijar la indemnización.

							3. Se tendrán por no puestas las cláusulas que establezcan la facultad de resolución o la extinción del contrato por la sola causa de la declaración de concurso de cualquiera de las partes.»

							Art. 62 LConc.: «1. La declaración de concurso no afectará a la facultad de resolución de los contratos a que se refiere el apartado 2 del artículo precedente por incumplimiento posterior de cualquiera de las partes. Si se tratara de contratos de tracto sucesivo, la facultad de resolución podrá ejercitarse también cuando el incumplimiento hubiera sido anterior a la declaración de concurso.

							2. La acción resolutoria se ejercitará ante el juez del concurso y se sustanciará por los trámites del incidente concursal.

							3. Aunque exista causa de resolución, el juez, atendiendo al interés
								del concurso, podrá acordar el cumplimiento del contrato, siendo a
								cargo de la masa las prestaciones debidas o que deba realizar el
								concursado.»

						
					

				
			

			Para determinar la competencia de los juzgados de lo mercantil con relación a los juicios de desahucio por falta de pago frente al concursado ha de diferenciarse dos supuestos:

			a) La acción de desahucio se ejercita después de la declaración del concurso. Deberá conocer de ella el Juez del concurso, reconduciéndose al cauce procesal previsto para la resolución de los contratos del art. 61 LConc.: «Podría discutirse la ausencia de trascendencia patrimonial de la acción de desahucio, no obstante, lo que no ofrece duda es que el contrato de arrendamiento constituye un contrato con obligaciones recíprocas y de tracto sucesivo, de modo que a las acciones que emanen como consecuencia del incumplimiento de dichas obligaciones le son de aplicación las disposiciones específicas contenidas en los arts. 61 y 62 LConc., que atribuyen la competencia para su resolución al Juez del concurso» (TORRES LÓPEZ8).

			La declaración de concurso no afectará por sí sola a la vigencia del contrato de arrendamiento, siendo nula la cláusula del contrato que establezca la facultad de resolución por esta causa.

			El arrendador puede pedir la resolución tanto por incumplimiento anterior como posterior a la declaración de concurso, y su petición se tramitará por los cauces del incidente concursal (AAP Vizcaya, Sección 13.ª, de 9 de octubre de 2009).

			b) La acción de desahucio se ejercita antes de la declaración del concurso. Se seguirá tramitando ante el Juzgado de Primera Instancia que ya estuviera conociendo de ella hasta alcanzar la firmeza de la sentencia, conforme determina el art. 51 LConc. (AAP La Coruña, Sección 4.ª, de 12 de mayo de 2011).

			Cuando a la acción por desahucio se ha acumulado la acción de reclamación de rentas, una vez declarado el concurso, puede distinguirse:

			a) Acción de desahucio a la que se pretende acumular acción de reclamación de renta impagada antes del concurso: Declarado el concurso no puede ejercitarse la acción de reclamación de cantidad ante el Juzgado de Primera Instancia, quedando reservado su conocimiento al Juzgado de lo Mercantil conforme a lo dispuesto en el art. 62 LConc. Con la peculiaridad prevista en dicho precepto de que el Juez, atendiendo al interés del concurso, podrá acordar el cumplimiento del contrato siendo a cargo de la masa las prestaciones debidas o que deba realizar el concursado, lo que se interpreta en el sentido de que serán créditos concursales las rentas debidas con anterioridad a la declaración del concurso, mientras que se considerarán créditos contra la masa los posteriores (ACHÓN BRUÑEN9).

			b) Acción de desahucio a la que se pretende acumular acción de reclamación de cantidad de renta impagada después del concurso: Aunque se apunta que es posible acumular ambas acciones, al ser ambas de la competencia objetiva del juez del concurso, parece lo más adecuado y respetuoso con el sistema de reconocimiento de créditos diseñado por la LConc., que solo se ejercite ex art. 62 LC la acción de desahucio y que el arrendador insinúe su crédito como cualquier otro (FUENTES DEVESA10). En opinión de VELA TORRES11, la misma LConc. impide el ejercicio de este tipo de acciones una vez declarado el concurso, por lo que, en su caso, lo que habrá que hacer es comunicar el crédito correspondiente a las rentas debidas hasta la fecha de declaración del concurso, conforme al art. 85 LConc., y reclamar de la Administración del concurso el pago de las rentas posteriores, como créditos contra la masa.

			Si lo que se pretende es acumular la acción de reclamación de rentas contra el fiador o avalista del contrato incumplido, dado que la competencia del juez del concurso se reduce a las acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan contra el patrimonio del deudor, no cabe demandar a terceros al exceder de la competencia del juez del concurso, por lo que nos hallaríamos ante un supuesto de indebida acumulación de acciones (art. 73 LECiv.) (FUENTES DEVESA).

			4. COMPETENCIA TERRITORIAL

			
				
					
							
							Art. 52.1.7.º LECiv.: «No se aplicarán los fueros establecidos en
								los artículos anteriores y se determinará la competencia de acuerdo
								con lo establecido en el presente artículo en los casos siguientes:
								En los juicios sobre arrendamientos de inmuebles y en los de
								desahucio, será competente el tribunal del lugar en que esté sita la
								finca.»

						
					

				
			

			La competencia territorial siempre corresponderá al Juzgado o Tribunales donde se encuentre el inmueble, conforme al art. 52.1, regla 7.ª, que es una norma de carácter imperativo. A tal efecto, es indiferente que se ejercite sólo la acción de desahucio o se acumule a ésta la acción de reclamación de cantidad o incluso que posteriormente se haya desistido de aquélla, pues la acción sólo para cobrar las rentas impagadas no deja de ser una acción derivada del contrato de arrendamiento (AATS de 9 de diciembre de 2009 y 5 de octubre de 2010). Además, resulta de aplicación el art. 411 de la LECiv., a cuyo tenor las alteraciones que una vez iniciado el proceso se produzcan en cuanto al domicilio de las partes, la situación de la cosa litigiosa y el objeto del juicio no pueden modificar la jurisdicción y la competencia del Tribunal que se determinarán conforme a las circunstancias existentes en el momento de presentarse la demanda (ATSJ Cataluña, Civil, Sección 1.ª, de 2 de mayo de 2011).

			
				
					
							
							Art. 15 LAJEIP: «Para el
								conocimiento y resolución de los procesos civiles en que sean parte
								el Estado, los Organismos públicos o los órganos constitucionales,
								serán en todo caso competentes los Juzgados y Tribunales que tengan
								su sede en las capitales de provincia, en Ceuta o en Melilla. Esta
								norma se aplicará con preferencia a cualquier otra norma sobre
								competencia territorial que pudiera concurrir en el
								procedimiento.»

						
					

				
			

			Esta peculiar norma no tiene más justificación que la comodidad de los funcionarios de los servicios jurídicos públicos, sobre quienes recae la defensa en juicio del Estado y demás Entes públicos. El Tribunal Constitucional, sin embargo, declaró expresamente constitucional este fuero en el ATC de 26 de octubre de 1993 (referido al precedente legal de esta norma, el art. 71 de la anterior LECiv. 1881): no hay discriminación, sino sólo un criterio de diferenciación fundado en una razón objetiva, como es el carácter público de los organismos y entes contemplados por la norma (AAP Madrid, Sección 10.ª, de 5 de marzo de 2010). Se trata, pues, de un fuero territorial inderogable y preferente, con preferencia absoluta, que debe prevalecer sobre el art. 52 LECiv. (AAP Barcelona, Sección 13.ª de 3 de diciembre de 2012).

			Aplicando esta norma, el AAP Oviedo, Sección 1.ª, de 25 de noviembre de 2010, declaró la competencia de Oviedo (la vivienda estaba en la localidad de Sama de Langreo) para conocer del desahucio promovido por el Principado de Asturias y los AAP Madrid, Sección 25.ª, de 18 de mayo de 2004, o AAP Madrid, Sección 13.ª, de 13 de enero de 2004, declararon la competencia de Madrid para conocer de la demanda presentada por el IVIMA o por el Instituto de Realojamiento e Integración Social de la Comunidad de Madrid.

			5. COMPETENCIA FUNCIONAL: LANZAMIENTO DEL CONCURSADO

			
				
					
							
							Art. 545.1 LECiv.: «Si el título ejecutivo consistiera en resoluciones judiciales, resoluciones dictadas por Secretarios Judiciales a las que esta ley reconozca carácter de título ejecutivo o transacciones y acuerdos judicialmente homologados o aprobados, será competente para dictar el auto que contenga la orden general de ejecución y despacho de la misma el Tribunal que conoció del asunto en primera instancia o en el que se homologó o aprobó la transacción o acuerdo.»

							Art. 8.3.º LConc.: «Son competentes para conocer del concurso los jueces de lo mercantil. La jurisdicción del juez del concurso es exclusiva y excluyente en las siguientes materias: Toda ejecución frente a los bienes y derechos de contenido patrimonial del concursado, cualquiera que sea el órgano que la hubiera ordenado.»

							Art. 55.1 LConc.: «Declarado el concurso, no podrán iniciarse ejecuciones singulares, judiciales o extrajudiciales, ni seguirse apremios administrativos o tributarios contra el patrimonio del deudor.»

							Art. 70 LConc.: «La administración
								concursal podrá enervar la acción de desahucio ejercitada contra el
								deudor con anterioridad a la declaración del concurso, así como
								rehabilitar la vigencia del contrato hasta el momento mismo de
								practicarse el efectivo lanzamiento. En tales casos, deberán pagarse
								con cargo a la masa todas las rentas y conceptos pendientes, así
								como las posibles costas procesales causadas hasta ese momento.»

						
					

				
			

			Dictada sentencia de desahucio con anterioridad a la declaración del concurso que ha adquirido firmeza, mayoritariamente, por la jurisprudencia menor, suele atribuirse al Juez de Primera Instancia la competencia funcional para conocer de la ejecución de desahucio, con base en los siguientes argumentos:

			a) El contrato de arrendamiento ya ha sido declarado resuelto y con ello se ha extinguido el derecho a poseer el bien por parte del concursado. Se trata, por tanto, de un supuesto de restitución de un bien ajeno a la masa patrimonial. Al atribuir la competencia al Juzgado de Primera Instancia, no se vulnera el art. 8.3 LConc., pues no se plantea una ejecución frente a un derecho patrimonial de la concursada, que es de la que habría de conocer el Juez de lo Mercantil, tampoco se infringe el art. 55 LConc. de prohibición de ejecuciones singulares, pues no se está actuando sobre un elemento que forme parte del patrimonio del ejecutado.

			b) Forzar la innecesaria actuación del arrendador en el seno del concurso podría conducir a dilatar la devolución del inmueble, causando un injustificable sacrificio a su propietario que a nadie beneficia cuando el debate judicial ya está agotado, pues se le avocaría a la realización de nuevos trámites procesales, ahora en sede concursal, como el procedimiento de separación del art. 80 de la LConc., que no parece destinado a solventar lo que ya estuviese decidido por una resolución firme que ordena la restitución del bien ajeno.

			c) La previsión del art. 70 LConc. parece destinada a ser ejercitada en un procedimiento de desahucio paralelo al concursal, pues va referida a los procesos que se hallasen en trámite con anterioridad al concurso, en la que no se contempla ninguna otra interferencia en el mismo por causa del proceso de concurso que la de atribuir a la administración concursal el derecho a intervenir en el desahucio para ejercer la posibilidad de enervar la acción (en la fase declarativa del proceso) o de rehabilitar el contrato (en la fase de ejecución) pagando, con cargo a la masa, las rentas y conceptos pendientes y las costas causadas, sin que se aplique el límite del art. 22.4 de la LECiv. (por lo que el requerimiento previo o la enervación anterior no impedirán el ejercicio de estas facultades) (AAP Madrid, Sección 28.ª, de 25 de septiembre de 2009). Y relacionando el art. 70 LConc. con el art. 55 del mismo texto legal es claro, pues, que la ejecución de la sentencia no se ha suspendido (AAP Barcelona, Sección 15.ª, de 25 de octubre de 2006).

			Si se ha ejercitado de forma acumulada una acción de desahucio y de reclamación de cantidad, el Juzgado de 1.ª Instancia no podrá ejecutar el pronunciamiento condenatorio a abonar la cantidad, porque este crédito, concursal, está sometido al procedimiento concursal. «Lo que debe hacer el propietario, una vez conozca la declaración de concurso, es comunicar dicho crédito a la Administración concursal en el plazo legal de treinta días desde la publicación, incluso aunque aún no haya recaído sentencia» (RODRÍGUEZ ACHUTEGUI12).

			6. TRATAMIENTO PROCESAL DE LA FALTA DE COMPETENCIA

			A) ABSTENCIÓN DE OFICIO


			
				
					
							
							Art. 25 R. 44/2001: «El tribunal de un Estado miembro, que conociere a título principal de un litigio para el que los tribunales de otro Estado miembro fueren exclusivamente competentes en virtud del art. 22, se declarará de oficio incompetente.»

							Art. 19 Convenio de Bruselas de 1968: «El tribunal de un Estado contratante, que conociere a título principal de un litigio para el que los tribunales de otro Estado contratante fueren exclusivamente competentes en virtud del art. 16, se declarará de oficio incompetente.»

							Art. 25 Convenio de Bruselas de 2008: «El tribunal de un Estado vinculado por el presente Convenio, que conociere a título principal de un litigio para el que los tribunales de otro Estado miembro fueren exclusivamente competentes en virtud del art. 22, se declarará de oficio incompetente.»

							Art. 38 LECiv.: «La abstención a que se refieren los dos artículos precedentes se acordará de oficio, con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal, tan pronto como sea advertida la falta de competencia internacional o la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden jurisdiccional.»

							Art. 9.6 LOPJ: «La jurisdicción es improrrogable. Los órganos judiciales apreciarán de oficio la falta de jurisdicción y resolverán sobre la misma con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal. En todo caso, esta resolución será fundada y se efectuará indicando siempre el orden jurisdiccional que se estime competente.»

							Art. 42 LOPJ: «Los conflictos de
								competencia que puedan producirse entre Juzgados o Tribunales de
								distinto orden jurisdiccional, integrados en el Poder Judicial, se
								resolverán por una Sala especial del Tribunal Supremo, presidida por
								el Presidente y compuesta por dos Magistrados, uno por cada orden
								jurisdiccional en conflicto, que serán designados anualmente por la
								Sala de Gobierno. Actuará como Secretario de esta Sala especial el
								de Gobierno del Tribunal Supremo.»

						
					

				
			

			Siendo un fuero exclusivo y excluyente el que determina la competencia internacional para conocer del desahucio por falta de pago de un bien inmueble, el tribunal español deberá abstenerse, previa audiencia de las partes y del MF, en cuanto advierta su falta de competencia. Atendido el respeto a la soberanía de los Estados, el Tribunal que se abstiene no ha de indicar cuál es el Estado competente, pues esta declaración queda a él reservada y tampoco existe un órgano superior que permita resolver un posible conflicto de competencia que surgiera con un tribunal extranjero.

			También la jurisdicción, que atribuye la competencia para el conocimiento del asunto a un determinado orden jurisdiccional, se constituye como un presupuesto de orden público, y en consecuencia apreciable de oficio. El Tribunal, en cuanto advierta la falta de jurisdicción por pertenecer el asunto a otro orden jurisdiccional, deberá abstenerse, previa audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal. La resolución en que así se acuerde será fundada y se efectuará indicando el orden jurisdiccional que se estime competente. Asimismo, si surgiera un conflicto de competencia entre los tribunales de distintos órdenes jurisdiccionales, deberá resolverse por la Sala de Conflictos prevista en el art. 42 LOPJ.

			
				
					
							
							Art. 48 LECiv.: «1. La falta de competencia objetiva se apreciará de oficio, tan pronto como se advierta, por el tribunal que esté conociendo del asunto.

							2. Cuando el tribunal que conozca del asunto en segunda instancia o en trámite de recurso extraordinario por infracción procesal o de casación entienda que el tribunal ante el que se siguió la primera instancia carecía de competencia objetiva, decretará la nulidad de todo lo actuado, dejando a salvo el derecho de las partes a ejercitar sus acciones ante la clase de tribunal que corresponda.

							3. En los casos a que se refieren los apartados anteriores, el Secretario judicial dará vista a las partes y al Ministerio Fiscal por plazo común de diez días, resolviendo el Tribunal por medio de auto.

							4. El auto que declare la falta de competencia objetiva indicará la clase de tribunal al que corresponde el conocimiento del asunto.»

							Art. 51 LOPJ: «Las cuestiones de
								competencia entre Juzgados y Tribunales de un mismo orden
								jurisdiccional se resolverán por el órgano inmediato superior común,
								conforme a las normas establecidas en las leyes procesales.»

						
					

				
			

			La competencia objetiva tiene un carácter imperativo, dado su carácter de orden público, y obliga al tribunal a su apreciación de oficio resultando indiferente si la parte lo ha alegado o no. La abstención se declarará, previa audiencia de las partes y MF por plazo común de diez días, por medio de auto motivado en el que se deberá indicar qué tribunal ha de conocer del asunto. Si surgiera una cuestión de competencia será resuelta por el órgano inmediato superior común y, a falta de previsión específica, conforme a las normas previstas en el art. 60 LECiv. relativas a la competencia territorial.

			
				
					
							
							Art. 50.1 LConc.: «Los jueces del orden civil y del orden social ante quienes se interponga demanda de la que deba conocer el juez del concurso de conformidad con lo previsto en esta ley se abstendrán de conocer, previniendo a las partes que usen de su derecho ante el juez del concurso. De admitirse a trámite las demandas, se ordenará el archivo de todo lo actuado, careciendo de validez las actuaciones que se hayan practicado».

							Art. 46 LECiv.: «Los Juzgados de
								Primera Instancia a los que, de acuerdo con lo establecido en el
								art. 98 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se les haya atribuido
								el conocimiento específico de determinados asuntos, extenderán su
								competencia, exclusivamente, a los procesos en que se ventilen
								aquéllos, debiendo inhibirse a favor de los demás tribunales
								competentes, cuando el proceso verse sobre materias diferentes. Si
								se planteara cuestión por esta causa, se sustanciará como las
								cuestiones de competencia».

						
					

				
			

			Declarado el concurso, el Juez de lo civil debe abstenerse, de oficio, de conocer de la demanda de desahucio que se interponga frente al concursado. Si existiera un conflicto de competencia, deberá ser resuelto por el órgano inmediato superior común (art. 51 LOPJ), siendo admisible, a tenor de lo dispuesto en el último inciso del art. 46 LECiv. y a falta de previsión específica para el caso de competencia objetiva, acudir a la aplicación analógica del art. 48 LECiv.

			
				
					
							
							Art. 54.1 LECiv.: «Las reglas legales atributivas de la competencia territorial sólo se aplicarán en defecto de sumisión expresa o tácita de las partes a los tribunales de una determinada circunscripción. Se exceptúan las reglas establecidas en los números 1.º y 4.º a 15.º del apartado 1 y en el apartado 2 del art. 52 y las demás a las que esta u otra Ley atribuya expresamente carácter imperativo. Tampoco será válida la sumisión expresa o tácita en los asuntos que deban decidirse por el juicio verbal.»

							Art. 58 LECiv.: «Cuando la competencia territorial viniere fijada por reglas imperativas, el Secretario judicial examinará la competencia territorial inmediatamente después de presentada la demanda y, previa audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes personadas, si entiende que el Tribunal carece de competencia territorial para conocer del asunto, dará cuenta al Juez para que resuelva lo que proceda mediante auto, remitiendo, en su caso, las actuaciones al Tribunal que considere territorialmente competente. Si fuesen de aplicación fueros electivos se estará a lo que manifieste el demandante, tras el requerimiento que se le dirigirá a tales efectos.»

							Art. 60 LECiv.: «1. Si la decisión de inhibición de un tribunal por falta de competencia territorial se hubiere adoptado en virtud de declinatoria o con audiencia de todas las partes, el tribunal al que se remitieren las actuaciones estará a lo decidido y no podrá declarar de oficio su falta de competencia territorial.

							2. Si la decisión de inhibición por falta de competencia territorial no se hubiese adoptado con audiencia de todas las partes, el tribunal a quien se remitieran las actuaciones podrá declarar de oficio su falta de competencia territorial cuando ésta deba determinarse en virtud de reglas imperativas.

							3. La resolución que declare la falta de competencia mandará remitir
								todos los antecedentes al tribunal inmediato superior común, que
								decidirá por medio de auto, sin ulterior recurso, el tribunal al que
								corresponde conocer del asunto, ordenando, en su caso, la remisión
								de los autos y emplazamiento de las partes, dentro de los diez días
								siguientes, ante dicho tribunal.»

						
					

				
			

			También procede la apreciación de oficio de la falta de competencia territorial cuando la misma venga fijada por reglas imperativas, como sucede con el desahucio por falta de pago, y exige expresamente el inciso primero del art. 58 LECiv. (AAP Barcelona, Sección 13.ª, de 16 de marzo de 2011), sin que haya posibilidad de sumisión (art. 54.1 LECiv.). El procedimiento es similar al establecido en los casos de falta de competencia internacional, jurisdicción o competencia objetiva: se oye a las partes personadas y al MF y se resuelve por medio de auto, con la diferencia de que, en este caso, se remiten las actuaciones al órgano que se considera territorialmente competente. Este órgano puede plantear un conflicto de competencia negativo (salvo que ante el tribunal que se ha declarado incompetente se hubiera personado también el demandado y hubiera sido oído sobre esta cuestión) a resolver por el superior común conforme a los trámites del art. 60 LECiv.

			B) DECLINATORIA


				
					
						
								
								Art. 63 LECiv.: «1. Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte legítima en el juicio promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del tribunal ante el que se ha interpuesto la demanda, por corresponder el conocimiento de ésta a tribunales extranjeros, a órganos de otro orden jurisdiccional o a árbitros.

								También se propondrá declinatoria para denunciar la falta de competencia de todo tipo. Si la declinatoria se fundare en la falta de competen cia territorial, habrá de indicar el tribunal al que, por considerarse territorialmente competente, habrían de remitirse las actuaciones.

								2. La declinatoria se propondrá ante el mismo tribunal que esté conociendo del pleito y al que se considere carente de jurisdicción o de competencia. No obstante, la declinatoria podrá presentarse también ante el tribunal del domicilio del demandado, que la hará llegar por el medio de comunicación más rápido posible al tribunal ante el que se hubiera presentado la demanda, sin perjuicio de remitírsela por oficio al día siguiente de su presentación.»

								Art. 64.1 LECiv.: «La declinatoria se habrá de proponer dentro de los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda, o en los cinco primeros días posteriores a la citación para vista, y surtirá el efecto de suspender, hasta que sea resuelta, el plazo para contestar, o el cómputo para el día de la vista, y el curso del procedimiento principal, suspensión que acordará el Secretario judicial.»

								Art. 65 LECiv.: «1. Al escrito de declinatoria habrán de acompañarse los documentos o principios de prueba en que se funde, con copias en número igual al de los restantes litigantes, que dispondrán de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la declinatoria, para alegar y aportar lo que consideren conveniente para sostener la jurisdicción o la competencia del tribunal, que decidirá la cuestión dentro del quinto día siguiente.

								Si la declinatoria fuese relativa a la falta de competencia territorial, el actor, al impugnarla, podrá también alegar la falta de competencia territorial del tribunal en favor del cual se pretendiese declinar el conocimiento del asunto.

								2. Si el tribunal entendiese que carece de jurisdicción por corresponder el conocimiento del asunto a los tribunales de otro Estado, lo declarará así mediante auto, absteniéndose de conocer y sobreseyendo el proceso.

								Del mismo modo procederá el tribunal si estimase la declinatoria fundada en haberse sometido el asunto a arbitraje.

								3. Si el tribunal considera que carece de jurisdicción por corresponder el asunto de que se trate a los tribunales de otro orden jurisdiccional, en el auto en el que se abstenga de conocer señalará a las partes ante qué órganos han de usar de su derecho. Igual resolución se dictará cuando el tribunal entienda que carece de competencia objetiva.

								4. Si se hubiere interpuesto declinatoria relativa a la competencia territorial y ésta no viniere determinada por reglas imperativas, el tribunal, para estimarla, habrá de considerar competente al órgano señalado por el promotor de la declinatoria.

								5. El tribunal, al estimar la declinatoria relativa a la competencia territorial, se inhibirá en favor del órgano al que corresponda la competencia y acordará remitirle los autos con emplazamiento de las partes para que comparezcan ante él en el plazo de diez días.»

							
						

					
				

			
			El arrendatario puede ejercitar la declinatoria conforme a las reglas generales. El plazo para su interposición será el de cinco días posteriores a su citación a la vista que tiene lugar en el momento del requerimiento. Se ha suscitado la cuestión de si el plazo de diez días previsto para que pueda oponerse, pagar, enervar o desalojar, se suspende como consecuencia de la interposición de la declinatoria. En opinión de ACHÓN BRUÑEN13 la respuesta debe ser positiva: «sin que a ello sea óbice que el art. 64.1 LECiv. prevea que la declinatoria suspenderá el cómputo para el día de la vista, pues aunque en el juicio de desahucio por falta de pago no siempre ésta se celebra, tampoco hay que obviar que el mentado precepto anuda la interposición de la declinatoria con la suspensión del curso del procedimiento principal que acordará el Secretario judicial, por lo que en el nuevo juicio de desahucio resulta lógico suspender el plazo de diez días concedido en el requerimiento cuando el arrendatario interpusiese una declinatoria, reanudándose en su caso si ésta fuere desestimada».

			
				
					
							
							Art. 11 LA: «El convenio arbitral obliga a las partes a cumplir lo estipulado e impide a los tribunales conocer de las controversias sometidas a arbitraje, siempre que la parte a quien interese lo invoque mediante declinatoria.

							El plazo para la proposición de la declinatoria será dentro de los
								diez primeros días del plazo para contestar a la demanda en las
								pretensiones que se tramiten por el procedimiento del juicio
								ordinario, o en los diez primeros días posteriores a la citación
								para vista, para las que se tramiten por el procedimiento del juicio
								verbal.»

						
					

				
			

			Teniendo en cuenta que el sometimiento a arbitraje es una cuestión que no puede controlar el juez de oficio, deberá ser el demandado quien, por medio de declinatoria, haga valer dicha cláusula en los cinco días posteriores a la citación para la vista (en el juicio verbal), y surtirá el efecto de suspender, hasta que sea resuelta, el plazo para contestar, o el cómputo para el día de la vista, y el curso del procedimiento principal (art. 64.1 LECiv.). También el art. 11.1 de la LA obliga a la parte a quien interese el arbitraje, a plantear la declinatoria. En ningún caso, el demandado puede alegar al contestar a la demanda inadecuación de procedimiento por sumisión a arbitraje (SAN CRISTÓBAL REALES14).

			7. CUESTIONES PREJUDICIALES CIVILES

			
				
					
							
							Art. 43 LECiv.: «Cuando para resolver sobre el objeto de litigio sea necesario decidir acerca de alguna cuestión que, a su vez, constituya el objeto principal de otro proceso pendiente ante el mismo o distinto tribunal civil, si no fuere posible la acumulación de autos, el tribunal, a petición de ambas partes o de una de ellas, oída la contraria, podrá mediante auto decretar la suspensión del curso de las actuaciones, en el estado en que se hallen, hasta que finalice el proceso que tenga por objeto la cuestión prejudicial.

							Contra el auto que deniegue la petición cabrá recurso de reposición, y contra el auto que acuerde la suspensión cabrá presentar recurso de apelación.»

						
					

				
			

			Son requisitos de la prejudicialidad el que existan dos procesos paralelos, que no sean acumulables y que lo que se dirime con carácter principal en uno de ellos suponga una de las premisas para resolver en el otro. La consecuen- cia de su apreciación no es la absolución en la instancia sino la suspensión de actuaciones hasta que en el primer proceso recaiga resolución firme que, en su caso, haga surgir en el segundo el efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada material (SAP Madrid, Sección 21.ª, de 29 de noviembre de 2011), debiendo recordarse que la acumulación (salvo que la ley disponga otra cosa) «solo» podrá decretarse a instancia de quien sea parte (o tenga interés directo y legítimo, ex arts. 13 y 14 LECiv.) en cualquiera de los procesos (art. 75), sin que se prevea de oficio (salvo el supuesto del apartado 4.º del art. 78), todo ello en relación con el art. 87 LECiv. (escrito de solicitud) (AAP Barcelona, Sección 13.ª, de 5 de octubre de 2011).

			Si se tiene presente la naturaleza sumaria del juicio de desahucio por impago de la renta en la medida en que solo se permite al arrendatario alegar y probar el pago o las circunstancias relativas a la procedencia de la enervación (art. 444 de la LECiv.), no produciendo efectos de cosa juzgada la sentencia que recaiga (art. 447.3 de la LECiv.), so pena de pervertir la específica naturaleza de este proceso, no ha de aceptarse, en todo caso, la petición de suspensión por prejudicialidad civil, en que podría ampararse la maniobra del arrendatario de interponer una demanda de juicio ordinario a posteriori con el fin de evitar el desahucio (AAP Valencia, Sección 11.ª, de 20 de enero de 2011), por ello deben examinarse, con especial cautela, los supuestos en los que dicha suspensión procede:

			a) Desahucio por falta de pago y proceso ordinario sobre nulidad de contrato de arrendamiento: la especial protección de los derechos del arrendador ha de impedir la suspensión del procedimiento por un procedimiento declarativo que tenga como finalidad declarar la nulidad del contrato de arrendamiento, pues la consecuencia de éste sería también la devolución de la posesión del inmueble al arrendador (declarada la resolución del contrato por incumplimiento del arrendador, las partes se han de devolver lo recibido, art. 1.295 CC) (SAP Murcia, Sección 4.ª, de 14 de octubre de 2010); AAP Barcelona, Sección 13.ª, de 17 de enero de 2013).

			b) Desahucio por falta de pago y proceso ordinario para obtener la resolución del contrato de arrendamiento por cesión inconsentida: no existe identidad de objeto ni de causa de pedir entre uno y otro proceso, ni se aprecia que exista interdependencia entre ambos, siendo perfectamente cohonestables las resoluciones que recaigan en cada uno de ellos; sin que el Juicio Ordinario tenga influencia alguna en el desahucio, ni constituya antecedente necesario ni imprescindible para resolver éste, por lo que no debe accederse a la suspensión por prejudicialidad civil (SAP Málaga, Sección 4.ª, de 3 de junio de 2010).

			c) Desahucio por falta de pago y proceso ordinario sobre suspensión del pago del contrato de arrendamiento vigente entre las partes por inhabitabilidad de la vivienda hasta tanto concluyan las obras de mejora, con suspensión del pago de la renta: el AAP Madrid, Sección 12.ª, de 19 de octubre de 2010, admitió la suspensión del desahucio por prejudicialidad civil puesto que si se siguieran ambos procesos podría darse el caso de que una sentencia declarase la resolución del contrato de arrendamiento y la otra la suspensión del mismo, siendo dichas sentencias contradictorias.
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